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Marco legal del jurado en el primer 
constitucionalismo español1

José Antonio Pérez Juan
Universidad Miguel Hernández de Elche

Sumario: Introducción. 1. La primera regulación del Jurado en España: 1.1. La propuesta ini-
cial. 1.2. El decreto de imprenta de 1820: primer marco legal de la Justicia popular. 2. Las reformas 
posteriores: 2.1. La ley de imprenta de 12 de febrero de 1822. 2.2. Un último intento de regulación: 
la ley de 22 de julio de 1823.

Introducción
El artículo 307 de la Constitución española de 1812 faculta a las Cortes para establecer 

la distinción entre jueces de hecho y de derecho cuando lo estime oportuno2. No vamos a 
entrar en debates doctrinales sobre el carácter constitucional o no de esta institución3. Nos 
interesa analizar los motivos que llevaron a los constituyentes a recoger en su articulado la 
Justicia popular y las razones que obligaron a delegar o, mejor dicho, a aplazar su puesta en 
funcionamiento.

Los debates parlamentarios arrojan poca luz sobre el particular. Apenas suscitó interven-
ciones la lectura de esta disposición sobre el Jurado en el pleno de la Cortes. Únicamente se 
cuestionó su redacción considerándolo más un «consejo que un precepto». En estos térmi-
nos se expresaba el diputado Golfín:

Mi opinión es que lejos de suprimir este artículo se ponga en tono imperativo, de modo que 
sea un verdadero precepto, porque de lo contrario, no veo un medio para que la inocencia quede 
asegurada de la arbitrariedad y el despotismo4.

Más interesante para nuestro fin resulta el discurso preeliminar del texto fundamental 
gaditano. No se trata de una exposición de motivos al uso5. En él se describe el nuevo organi-
grama del Estado, denunciando buena parte de los defectos de la Administración de Justicia. 

1  El presente estudio se enmarca dentro del proyecto de investigación financiado por el Ministerio de Ciencia e 
Innovación der 2010-17927. Una versión del mismo se ha editado con el título «Legal Framework for the Jury in the 
First Spanish Constitutionalism» en Vom Diener des Fürsten zum Diener des Rechts: zur stellung des Richters im 19 Jar-
hundert, Czeghun/Aranda (Hg), Regensburg, 2011.

2  «Si con el tiempo creyeren las Cortes que conviene haya distinción entre jueces de hecho y del derecho, la es-
tablecerán en la forma que juzguen conducente», Art, 307, Constitución española de 1812, en De Esteban, J. Las 
Constituciones de España, Madrid, 1998, pág. 144.

3  Al respecto, vid. Clavero, B., Happy Constitution. Cultura y lengua constitucionales, Madrid, 1997, pág. 95 y 
Martínez Pérez, F., «Visión histórica y constitucional del Jurado», en aavv, Juicio por Jurados: experiencia y revi-
sión, Madrid, 2007, págs. 19-45.

4  La redacción propuesta era: «Las Cortes sucesivas establecerán en tiempo oportuno la diferencia que deba ha-
ber entre los jueces de hecho y de derecho», Diario de Sesiones de Cortes (en adelante dsc), núm. 437, 13 de diciem-
bre de 1811, pág. 2420. Finalmente el texto fue aprobado en los mismos términos en que se presentó por la comisión.

5  Argüelles, A., Discurso preliminar a la Constitución de 1812, con introducción de L. Sánchez Agesta, Ma-
drid, 1989.
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La existencia de fueros privilegiados, las deficiencias de la legislación criminal o el carácter 
perpetuo de los jueces son sólo algunos de los males que aquejaban a nuestro país a principios 
del s.xix. Entre las soluciones propuestas, además de la división tajante entre el Poder Judi-
cial y el Ejecutivo, defiende la introducción del Jurado. La distinción entre jueces de hecho y 
de derecho, la separación de las funciones que ejercen los magistrados en fallar a un mismo 
tiempo sobre el hecho y el derecho no sólo era «saludable» sino conveniente. No obstante, 
los apuros y agitaciones políticas del momento desaconsejaban su inmediata implantación. 
Para la comisión redactora del texto constitucional resultaba más adecuado posponer la de-
cisión, facultando a las Cortes para su puesta en funcionamiento cuando las circunstancias 
así lo permitieran6. Asimismo, el discurso preeliminar reconoce que la Justicia popular lejos 
de ser novedosa era conocida en algunos lugares del territorio español. Al respecto recuerda 
el Fuero municipal de Toledo donde se alude a la justicia entre iguales, así como las prácticas 
seguidas en Ibiza y Formentera en las que un «asesor nombrado por el Gobierno no puede 
por sí solo sentenciar pleito alguno sin la concurrencia de dos o más hombres, que pueden 
llegar hasta el número de seis, tomados de todos estados»7.

No hubo tiempo para más. El 1814, con el regreso de Fernando VII a tierras españolas se 
restablecía el absolutismo. Pese a su brevedad, esta primera experiencia constitucional había 
dejado claro la conveniencia de la justicia entre iguales para la consolidación del régimen li-
beral en España. Nuestros políticos sabían de su importancia y, por ello, no desaprovecharon 
la primera oportunidad que tuvieron para introducir la institución en la Península8.

Será durante la etapa del Trienio Liberal (1820-1823) cuando se instale el Jurado en nues-
tro país. ¿Qué razones llevaron a su establecimiento? ¿De qué modo y en qué términos se 
hizo? ¿Qué resultados tuvo? A dar respuesta a estas cuestiones dedicaremos las siguientes 
páginas de nuestro artículo. La historiografía no ha prestado especial atención a esta faceta de 
nuestra historia judicial. Los estudios sobre la Administración de Justicia en la época abordan 
la cuestión de forma tangencial9, mientras que las escasas monografías publicadas en nuestro 
país sobre los jueces de hecho tratan de forma incompleta esta etapa10. Nuestra investigación 
analiza el marco legal vigente en la materia durante el Trienio. El punto de partida ha sido el 
decreto de imprenta de 22 de octubre de 1820. La comparación del proyecto presentado a 
las Cortes con el texto finalmente promulgado nos ha permitido conocer la estructura y el 

6  «(…) se ha abstenido de introducir una alteración sustancial en el modo de administrar justicia, convencida de 
que las reformas de esta trascendencia han de ser el fruto de la meditación, del examen más prolijo y detenido, único 
medio de preparar la opinión pública para que reciba sin violencia las grandes innovaciones», Argüelles, Discur-
so preeliminar…, pág. 97.

7  Argüelles, Discurso preeliminar…, pág. 112.
8  La urgencia y necesidad del jurado se vio respaldada en estos años por la mayor familiaridad con la institución 

dentro y fuera de las Cortes, Martínez Pérez, F., Entre confianza y responsabilidad. La Justicia del primer constitu-
cionalismo español (1810-1823), Madrid, 1999, pág. 519, en cita al pie.

9  Al respecto, señalar, entre otros, los trabajos de Paredes, J., La organización de la Justicia en la España Liberal. 
Los orígenes de la carrera judicial (1834-1870), Madrid, 1991; Sainz Guerra, J., La Administración de Justicia en Espa-
ña (1810-1870), Madrid, 1992; Aparicio, M. A., El Status del poder judicial en el constitucionalismo español (1808-1936), 
Barcelona, 1995. Excepción clara supone la obra de Martínez Pérez, Entre confianza y responsabilidad… al abordar 
con cierto detalle la evolución histórica del Jurado durante el Trienio Liberal en sus páginas 508-534.

10  La conocida monografía del profesor Alejandre en el capítulo referente al Trienio Liberal se centra en la regula-
ción de 1820 sin analizar con detalle las reformas legales posteriores de 1822 y 1823, Alejandre, J.A., La Justicia po-
pular en España. Análisis de una experiencia histórica: Los Tribunales de Jurados, Madrid, 1981. Para una época poste-
rior, Gómez Rivero, R., El Tribunal del Jurado en Albacete (1888-1936), Albacete, 1999.



	 marco legal del jurado en el primerconstitucionalismo español 	 1171

funcionamiento del Jurado, así como los aspectos más polémicos de la nueva regulación. En 
este sentido, el sistema de elección de los vocales, su número y requisitos exigidos para ejercer 
el cargo son algunas de las cuestiones más debatidas en el pleno.

Para ejecutar el trabajo ha sido de gran utilidad el estudio de los Diarios de Sesiones de 
las Cortes. La lectura y análisis de los debates ha ayudado a desmenuzar los argumentos ex-
puestos a favor y en contra de la institución, arrojando luz sobre los motivos que llevaron a 
su implantación en España. Ha resultado clave para nuestra labor el Archivo del Congreso 
de los Diputados en cuyos fondos se custodian los expedientes completos del decreto de 
1820 así como el de las leyes adicionales de 1822 y 1823. La documentación oficial citada se 
ha contrastado con las publicaciones de los principales periódicos de la época averiguando 
su parecer sobre la Justicia popular y el modelo a implantar en España. Esta metodología no 
solo nos ha permitido pergeñar sus rasgos esenciales, sino que además, hemos conseguido 
comparar nuestro sistema con el anglosajón e identificar las semejanzas y diferencias que se 
articulan entre ellos.

La puesta en práctica del Jurado en España no fue fácil. Para algunos sectores liberales 
la Justicia popular había funcionado como una «tea incendiaria» que contribuía a la pro-
liferación de los desórdenes y altercados públicos. Con el objeto de atajar estos desmanes, a 
principios de 1822, el Gobierno presentaba a las Cortes una ley adicional a la de imprenta 
en la que se introducían importantes cambios. En particular, las modificaciones afectaban al 
sistema de elección y a la configuración de la responsabilidad de los jueces de hecho. A partir 
de esta fecha las Diputaciones provinciales participan en su designación, exigiéndose que el 
fallo y el sentido del voto de cada uno de sus miembros fuera público. Asimismo, se amplia 
la legitimación activa autorizando al fiscal de los juzgados a interponer demanda por abusos 
de imprenta ante el Tribunal del Jurado.

No fue suficiente con esta primera reforma. En el verano de 1823 fue necesario acometer 
otro cambio significativo en el funcionamiento de esta institución. La existencia de senten-
cias solapadas y anomalías en la tramitación de los procesos obligaron regular el modo y 
forma de presentación de la denuncia. Asimismo, las dilaciones indebidas o las situaciones 
de impunidad fueron resueltas con la fijación de un plazo máximo para la resolución de las 
causas y la delimitación de las funciones de los jueces de hecho. No hubo tiempo para más. 
Los acontecimientos se precipitaron y a finales de este mismo año se restablecía el absolutis-
mo en la Península. Con la llegada de los llamados Cien Mil Hijos de San Luis se acababa la 
primera experiencia del Jurado en tierras españolas.

1. La primera regulación del Jurado en España
1.1. La propuesta inicial

Con el alzamiento del general Riego en Cabezas de San Juan la Carta Magna promulgada 
en Cádiz recuperaba su vigencia el 7 de marzo de 182011. Se iniciaba una nueva etapa cons-
titucional denominada, Trienio Liberal, que concluiría en 1823 con el restablecimiento de 
Fernando VII en su trono absoluto12. Durante estos años se tendrá ocasión de poner en fun-
cionamiento buena parte del aparato legal y normativo que emanó de las Cortes gaditanas, 

11  Artola, M., La España de Fernando VII, Madrid, 2005, págs. 529.
12  Sobre la etapa del Trienio Liberal en España resultan imprescindibles, entre otros, los trabajos de Gil Nova-

les, A. Las Sociedades Patrióticas, Madrid, 1975 o El Trienio Liberal, Madrid, 1989.
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convirtiendo a nuestro país en referente europeo13. Será en esta época cuando se implante en 
España el tribunal del Jurado.

La primera propuesta en este sentido se conocía el 21 de julio de 1820. El diputado Marcial 
López solicitaba al Parlamento una resolución sobre si era o no llegado el caso de cumplir 
el mandato previsto en el artículo 307 del texto fundamental14. En su opinión era obvia la 
importancia del Jurado para la consolidación del régimen liberal. La existencia de jueces de 
hecho en otros países era una realidad y su aplicación constituía una necesidad para erradicar 
los vicios del régimen judicial vigente en España15. Un único cuerpo de jueces y magistrados 
profesionales, «sometidos al Poder Ejecutivo» cuestionaba la propia independencia y el 
correcto funcionamiento de la Justicia16. La solución a estos males se encontraba en el esta-
blecimiento de la Justicia popular, la Justicia entre iguales17. Pese a las ventajas de la nueva 
institución, una parte de la Cámara rechazó la conveniencia de su instalación al considerar 
que nuestro país no se encontraba preparado. La ausencia de un Código penal adecuado18, 

13  Al respecto, vid. Brutón Prida, G., Nuestra sagrada causa. El modelo gaditano en la revolución piamontesa de 
1821, Cádiz, 2006; Ferrando Badia, J., «Proyección exterior de la Constitución de Cádiz», en Las Cortes de Cádiz, 
M. Artola (ed.), Madrid, 2003, págs. 207-248; Horts Dippel, «La signficación de la Constitución española de 1812 
para los nacientes liberalismo y constitucionalismo alemanes», en Constitución en España: orígenes y destinos, J.M. Iñu-
rritegui y J.M. Portillo, (eds.), Madrid, 1998, págs. 287-307 y Antonino De Francesco, «La Constitución de Cá-
diz en Nápoles» en Constitución en España: orígenes y destinos…, págs. 273-286.

14  «Diciéndose en el art. 307 del capítulo iii título V de la Constitución, que si con el tiempo creyesen las Cor-
tes que conviene haya distinción entre los jueces de hecho y del derecho, la establecerán en la forma que juzgue condu-
cente, nos hallamos en el caso de ver si nos encontramos en este caso. Es muy óbvia la gran ventaja que proporciona á la 
buena administración de justicia el establecimiento de unos jueces que siendo iguales con el acusado, de encargo transi-
torio, interesados en el orden y tranquilidad pública se mantengan, de lo cual y del grande beneficio que puede resultar 
á la moral pública tenemos una demostración en las grandes naciones de Europa y en los Estados Unidos; y compren-
diendo que pueden resultar unos beneficios semejantes a la Nación española, pido que se establezcan los jueces de he-
cho, fijándose al mismo tiempo las condiciones de propiedad y demás que hayan de tener los individuos que se elijan 
para este cargo», dsc, núm. 17, 21 de julio de 1820, pág. 228.

15  Lopez, «Uno de los primeros intereses de cualquiera nación libre es la buena administración de la justicia, y la 
garantía de la inocencia acusada. Sin esto último, propiamente hablando, no podemos decir que tenemos libertad; por-
que mientras nuestro honor, nuestros bienes y nuestra vida dependan de la interpretación que un juez, por justo que 
sea, quiera hacer, no podremos negar que estamos enteramente subordinados a la arbitrariedad. Asi, es casi imposible 
unir la idea de gobierno representativo con el sistema que hoy tenemos de dirigir los juicios (…), dsc, núm. 42, 15 de 
agosto de 1820, pág. 522.

16  Diaz del Moral, «Nuestros jueces y magistrados, a pesar de su independencia e inamovilidad, deben, en úl-
timo resultado, la merced de sus nombramientos al Poder Ejecutivo; de él esperan también adelantar en su carrera, y los 
premios y consideraciones de ellos, sus hijos y parientes, amigos y protegidos puedan creerse merecedores», Gaceta del 
Gobierno, núm. 49, miércoles, 16 de agosto de 1820.

17  Lopez, «¡Qué consuelo al hombre, haber de ser juzgado por iguales suyos, que no tienen tiempo para servirse 
de su autoridad por sus intereses particulares por ser un cargo transitorio, que hoy juzgan y mañana pueden ser juzga-
dos, que al mismo tiempo de tener un interés en ser humanos, indulgentes é ilustrados, se hallan por otra parte intere-
sados en que la tranquilidad y seguridad se conserven; y el tener facultad de recusar á aquellos que se creen ignorantes 
ó crueles, ó enemigos del acusado, y facultado tanto mayor cuanto el delio es más grave!», dsc, núm.42, 15 de agos-
to de 1820, pág. 522

18  Victorica, «(…) Sin un buen Código criminal, ¿de qué puede servir la institución de los jurados? En el 
día nuestros jueces son unos verdaderos árbitros en la aplicación de las penas, y aun puede decirse que esta arbitra-
riedad es á veces muy conveniente para moderar el rigor de unas leyes adaptadas á las ideas y costumbres de los si-
glos en que se hicieron, y que no pueden menos de desaparecer en el nuestro. Una vez establecidos los jurados, no 
les queda más arbitrio á los jueces de derecho que el de aplicar la ley. ¿Y por ventura aplicarán las que actualmente 
existen? Mientras no esté formado un buen Código criminal, vale más que conociendo ellos también del hecho, 
puedan con el pretesto de falta de prueba modificar la severidad de la ley en ciertos casos (…)», dsc, núm. 42, 15 
de agosto de 1820, pág. 524.
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el alto grado de analfabetismo19, e incluso los defectos de nuestro sistema fiscal eran sólo al-
gunos de los argumentos que lo desaconsejaban. Los defensores de la medida, reconocieron 
los inconvenientes que se derivaban de la ausencia de una compilación en materia penal20, 
si bien, entendían que los mismos podrían ser suplidos por la legislación vigente, la división 
territorial en partidos judiciales y el propio carácter del ciudadano español21.

El transcurso del debate se vio afectado por la intervención del diputado Martínez de la 
Rosa. Este parlamentario, miembro de la comisión redactora de la nueva legislación de im-
prenta, informaba al pleno de la existencia de un nuevo proyecto de ley sobre la materia en el 
que se regulaba la institución del Jurado. Se trataba de una excelente ocasión para probar en 
España de forma experimental el funcionamiento de los jueces de hecho, constatando, de es-
te modo, la conveniencia o no de extender esta práctica al resto de delitos22 En este contexto 
se decidía remitir la proposición del secretario Marcial López a la comisión de Legislación23.

1.2. El decreto de imprenta de 1820: primer marco legal de la Justicia popular
El anuncio de Martínez de la Rosa no tardó en cumplirse. A finales de aquel verano de 

1820 se presentaba un proyecto de ley sobre la libertad de imprenta24. La prensa de la época 
recogía con cierta preocupación la noticia alertando de la celeridad con la que se estaba tra-
mitando el reglamento y los riesgos que conllevaba25.

No nos corresponde analizar con detalle el contenido de esta normativa, si bien, interesa 
señalar que la misma solventaba buena parte de las carencias detectadas durante la etapa 
de las Cortes gaditanas26. Hasta la fecha los delitos de imprenta se enjuiciaban a través de 
las Juntas de censura27. La experiencia había permitido constatar diversas anomalías en la 

19  Gasco, «(…)Tenemos por nuestra desgracia una porción de ciudadanos que no saben leer; y las circunstancias 
en que actualmente se halla la Nación, son las mismas, en mi opinión, que en el año de 1812. Yo no veo que nuestra ins-
trucción se haya mejorado; yo no veo que se hayan hecho reformas en nuestro Código criminal, ni tampoco que se ha-
ya abolido el impío sistema fiscal. Repito que no me opongo al establecimiento de jurados; pero no lo creo oportuno 
en el día: Reconozco moralidad en los españoles, virtudes y patriotismo; pero no hay la suficiente ilustración en la Na-
ción», dsc, núm. 42, 15 de agosto de 1820, pág. 525.

20  En aquellas mismas fechas se estaba discutiendo en las Cortes el texto del nuevo Código penal. Para el estudio 
de los debates parlamentarios que llevaron a su promulgación, vid. Torres Aguilar, M., Génesis parlamentaria del 
Código penal de 1822, Mesina, 2008. Sobre el Jurado en particular consúltese las páginas 210 a 214.

21  Lopez, dsc, núm. 42, 15 de agosto de 1822, pág. 522.
22  Martínez de la Rosa. «(…) La comisión de Libertad de imprenta va á proponer á las Córtes, al presentar 

su dictamen, los jueces de hecho ó jurados para calificar los impresos, dejando á los jueces de derecho la simple aplica-
ción de la ley. Si admitiese el Congreso esta idea, haríamos una especie de ensayo ó tentativa, examinando cómo se acli-
mata, digámoslo así, esta planta extranjera en nuestro hermoso suelo (…), dsc, núm. 42, 15 de agosto de 1820, pág. 525.

23  dsc, núm. 42, sesión de 15 de agosto de 1820, pág. 525.
24  El expediente original se conserva en Archivo del Congreso de los Diputados (en adelante acd), Serie general, Le-

gajo 130-29, Dictamen y proyecto de ley sobre libertad de imprenta presentados a las Cortes por la comisión especial de este 
nombre y mandadas imprimir de orden de las mismas.

25  «Y como por otra parte han pasado tan pocos días entre la publicación del proyecto de ley y su discusión, ad-
vertimos que llegarían ya tarde las reflexiones de las personas instruidas del reino que pudieran concurrir con el fruto de 
sus tareas a ilustrar cuestión tan importante», El Revisor político y literario, 10 de octubre de 1820. Apenas una semana 
antes El Constitucional incluía un artículo con diversas observaciones al proyecto de imprenta.

26  Sobre la imprenta en la etapa de las Cortes de Cádiz, vid, entre otros, La Parra López, E., La libertad de imprenta 
en las Cortes de Cadiz, Valencia 1984; Fernández Segado, F, «La libertad de imprenta en las Cortes de Cádiz», en Re-
vista de Estudios Políticos, núm. 124, abril-junio 2004, págs. 38-43 o el más reciente de Alvarez Junco, J, y De la Fuente 
Monge, G., El nacimiento del periodismo político. La libertad de imprenta en las Cortes de Cádiz (1810-1814), Madrid, 2009.

27  Pérez Juan, J.A, «Los procesos de imprenta en las Cortes de Cádiz», en Cortes y Constitución de Cádiz. 200 
años, Escudero López, J.A. (Dir.), Tomo ii, Madrid, 2011, págs. 230-246.
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tramitación de estos procesos, así como, la conveniencia de acomodar las penas a la grave-
dad de las infracciones. La comisión parlamentaria encargada de redactar el nuevo marco 
legal consideraba que estas deficiencias serían solventadas con el establecimiento del juicio 
por Jurados. Dos eran las razones que llevaban a adoptar este modelo. De un lado, la exis-
tencia de jueces de hecho permitía ponderar la sanción según la importancia del crimen, 
evitándose, de este modo, una normativa casuística incapaz de atender y cubrir de modo 
eficiente todos los supuestos que pudieran suscitarse en la práctica28. De otro, en el derecho 
comparado el conocimiento de este tipo de causas se había encomendado históricamente 
a los tribunales populares.

En Inglaterra, recordaba uno de los diputados, los derechos de los ciudadanos se susten-
taban en la libertad de prensa, la ley del Habeas Corpus, la reunión libre de los ciudadanos y 
la institución del Jurado. De estos cuatro baluartes, sin duda, el más importante era el juicio 
entre iguales. La utilización de esta institución en la calificación de los escritos criminales 
tenía su origen en el s.xviii cuando el parlamento inglés refrendó la Fox Liberal Act para 
acabar con los abusos del Poder Judicial en la materia29. Además, continuaba la comisión 
parlamentaria, si la Justicia popular era saludable en todas las causas criminales, cuando se 
trataba de calificar impresos no era solo provechosa, sino absolutamente necesaria. Los de-
litos cometidos a través de la tipografía «lejos de poder sujetarse a reglas fijas por la ley, han 
de depender en gran manera del juicio particular de cada hombre»30.

Los argumentos expuestos no convencieron unánimemente al Parlamento. Un sector de-
fendió el funcionamiento de las Juntas de Censura durante la etapa anterior31. Reconocían 
la importancia y conveniencia del Jurado pero, al mismo tiempo, advertían de lo peligroso 
que era utilizar un sistema nuevo en un tipo de delitos tan particular32. En su opinión, este 
ensayo debía realizarse en otra clase de ilícitos como los robos, asesinatos u homicidios por 

28  «Mas supuesta la conveniencia de señalar varios grados en una misma especie de abuso, ¿cómo podrá designar-
los la ley y apreciar debidamente una multitud de circunstancias, siempre varias, siempre menudas, y casi indefinibles 
por su naturaleza? Si aun en los delitos de hecho, como el robo o el homicidio, es tan difícil señalar por una pauta inva-
riable los diversos grados de criminalidad, ¿qué diremos del abuso de las palabras, sujetas á tan diversas interpretacio-
nes, y en que no solo los grados, sino aun la mera existencia del delito puede estar sujeta á disputa? Difícil, por no decir 
imposible, le hubiera sido á la comisión el resolver estas dificultades, si una institución benéfica no le hubiese ofrecido 
el medio de obviar todos los inconvenientes. La comisión alude al establecimiento de jueces de hecho, cuya elección, in-
dependencia y demás circunstancias bastan por sí solas para precaver los funestos efectos de la arbitrariedad (…)», acd, 
Serie general, Legajo 130-29, Dictamen y proyecto de ley sobre libertad de imprenta presentados a las Cortes por la comi-
sión especial de este nombre y mandadas imprimir de orden de las mismas, s/f.

29  Flórez Estrada, dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1266. Sobre la evolución histórica del Jurado en 
Inglaterra vid., Langbein, J.H. «The English Criminal Trial Jury on the Eve of the French Revolution» en The Trial 
Jury in England, France, Germany 1700-1900, Antonio Padoa Schioppa (ed.), Berlin, 1987, págs. 13-39 y Green, T.A., 
«The English Criminal Trial Jury and the Law-finding Traditions on the Eve of the French Revolution» en The Trial 
Jury in England, France, Germany 1700-1900, Antonio Padoa Schioppa (ed.), Berlin, 1987, págs. 41-73.

30  «(…) Pero adoptada la institución de jueces de hecho, desaparecen de una vez todos los inconvenientes; descan-
sa segura la inocencia, y no puede el crimen lisonjearse de la impunidad. El solo establecimiento de jurados ha bastado 
a conservar en Inglaterra por espacio de un siglo la libertad de imprenta, sin tener ni una sola ley sobre la materia, y sin 
hallarse aún definido cuáles son los escritos criminales que deban comprenderse bajo el nombre general de libelos…», 
acd, Serie general, Legajo 130-29, Dictamen y proyecto de ley sobre libertad de imprenta presentados a las Cortes por la 
comisión especial de este nombre y mandadas imprimir de orden de las mismas, s/f.

31  Calatrava, dsc, núm. 91, 3 de octubre de 1820, págs. 1385-1388.
32  Calatrava, «(…) que es muy peligroso hacer esta prueba precisamente en una materia de las más difíciles y 

delicadas que hay en la legislación criminal, cual es la calificación de ideas y opiniones manifestadas por escrito», dsc, 
núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1260.
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que en estos hechos, decían, «todos los ciudadanos se interesan en que no queden impunes 
los delincuentes, y todos los que tengan una sana razón pueden juzgar, con probabilidad del 
acierto, si son ó no suficientes las pruebas, si ésta o no convencido el acusado. Aquí tiene lugar 
la evidencia, y entonces la calificación es fácil, pero por el contrario hacer el ensayo en una ma-
teria nueva y en asuntos tan delicados como las opiniones no resultaría lo más adecuado»33. 
Esta dificultad se agravaba en el caso español, donde la inexperiencia y falta de ilustración del 
pueblo desaconsejaban la implantación del Jurado34.

En respuesta a estos alegatos se recordaba que no existía materia más difusa y arbitraria 
que la propia opinión. Resultaba difícil determinar con una pauta estable los abusos de las 
palabras, cuyo sentido, cuya combinación y grados de criminalidad estaban fuera de todo 
cálculo, y no admitían ni peso ni medida fija35. Más duras fueron las réplicas a la acusación de 
falta de formación y analfabetismo de la nación española. Para el diputado Moreno Guerra 
estas críticas chocaban con la propia existencia de las Cortes pues «si el pueblo no estuviese 
dispuesto a recibir esta institución, menos lo estaría á tener Representación nacional»36. Muy 
ilustrativas resultan las palabras de Díaz del Moral:

Al oir decir que la Nación no está preparada para recibir esta institución, me parece que se nos 
quiere persuadir que en pasando el Pirineo se entra en el África; que los españoles no pueden ser 
gobernados sino por un cetro de hierro, y que no tiene capacidad para desempeñar en el siglo XIX 
funciones que desempeñaba ya en el siglo XV alguna nación en Europa37.

Por último, las acusaciones de falta de tradición fueron rechazadas alegando antecedentes 
históricos de Justicia popular en España38.

33  Calatrava., dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1260.
34  Diaz del Moral, «(…) se nos quiere privar de los beneficios de tan importante establecimiento, á pretesto 

de que la Nación no está para recibirlo, por que «no hay toda la ilustración necesaria, porque tal vez no se encontrará 
toda la moralidad que se necesita en los sujetos que han de ejercer tan noble cargo, porque quizá nos exponemos a que 
hablen las pasiones y calle la justicia. En una palabra, porque la Nación no está preparada», dsc, num. 91, 3 de octu-
bre de 1820, pág. 1380.

35  Martinez de la Rosa, «(…) Los delitos de hecho, como el homicidio el asesinato, el robo y otros, ya por su 
naturaleza están definidos y determinados, y consta desde luego que tal hecho es y debe castigarse como delito; pero en 
los abusos de la libertad de imprenta, no solo es difícil prefijar los diferentes grados, sino que puede disputarse en cada 
caso hasta la existencia misma del delito. Un mismo impreso, presentado á dos ó tres personas, es calificado diferente-
mente por ellas: el que á uno parece subversivo de las leyes fundamentales, le parece á otro un tratado de los principios 
generales de legislación: el que no juzga sedicioso y capaz de causar una revolución, lo califica otra, de un mero desaho-
go de una imaginación algo exaltada; de manera que en materia de escritos, no solo la graduación de abusos es vaga é 
indeterminada como manifesté anteriormente, sino que la existencia misma del delito es incierta y dudosa, cosa que no 
sucede en el homicidio, el robo ó el asesinato. No perdamos nunca de vista esta notable diferencia; y si la arbitrariedad 
en los fallos es siempre un mal funesto, temámosla más en aquellos que no pueden sujetarse á reglas fijas por la ley», 
dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1262.

36  Moreno Guerra, dsc, núm. 91, 3 de octubre de 1820, pág. 1384.
37  Diaz del Moral, dsc, núm. 91, 3 de octubre de 1820, págs. 1380-1381.
38  Flórez Estrada, «Además, tampoco se puede decir que los Jurados en España sean un ensayo enteramen-

te nuevo. Nosotros los hemos tenido en tiempos antiguos como los han tenido todas las naciones dominadas por los 
conquistadores salidos del Norte. En el día aun nos restan algunas huellas. El Tribunal del llamado repartimiento de 
aguas en Valencia, en el que simples labradores deciden las muchas y continúas quejas que se originan de robarse los ha-
bitantes las aguas de regadío, es el más justo que se conoce entre nosotros, según la opinión general. En Ibiza, hay los 
jurados con toda la extensión de la palabra (…)», dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1267. Sobre los cita-
dos modelos históricos vid. Graullera Sanz, V., «Un derecho milenario vigente (el Tribunal de las aguas de Valen-
cia), en Anuario de Historia del Derecho Español, núm. 67 (1997) págs. 1449-1512 y Planas Roselló, A., «La parti-
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Pese a la oposición señalada, finalmente, la institución del Jurado se mantuvo en el texto 
aprobado por las Cortes el 22 de octubre de 182039.

Llegados a este punto interesa conocer el contenido de esta normativa. Se establece un 
doble juicio de Acusación y de Calificación similar al británico pero modificando el sistema 
de elección, el número, los requisitos y las opciones de recusación de los jueces, al tiempo que 
se alteraba la ponderación del voto en la toma de decisiones40. La regulación del Jurado se 
ubica en el Título vii bajo el epígrafe «Del modo de proceder en los delitos de imprenta». 
De acuerdo con este articulado todo delito tipográfico será juzgado por los jueces de hecho41. 
El proceso se iniciaba ante el alcalde de la capital de la provincia42. En los supuestos de sedi-
ción o subversión se reconocía la acción popular, si bien en el resto de casos, la legitimación 
activa correspondía al fiscal de imprenta ó a los síndicos del Ayuntamiento, quienes actuaban 
de oficio o a instancia de las autoridades gubernativas43.

Los jueces de hecho eran elegidos anualmente por el Ayuntamiento de la capital de la pro-
vincia a pluralidad absoluta de votos en un número triple al de miembros de la Corporación 
local44. De esta lista o albo se sorteaban para cada causa los jueces que habían de integrar los 
tribunales de Acusación y Calificación. De este modo, la confección del listado corresponde 
al Cabildo de la capital «como autoridades locales sumamente interesadas en la conservación 
del orden público, dotadas de los mayores conocimientos para hacer una elección acertada y 
elegidas por sus mismos conciudadanos»45. Resulta especialmente interesante esta cuestión 
al separarse del régimen anglosajón y suscitar un intenso debate en el pleno de las Cortes. Es 
cierto que en este punto la normativa española se adelanta al resto de países europeos en los 
que un representante del gobierno, el scherif en Inglaterra, y prefecto en Francia interviene 
en la elección46. Sin embargo, el sistema fue criticado porque la designación correspondía 

cipación popular en la administración de justicia del Reino de Mallorca» en Anuario de Historia del Derecho Español, 
núm. 66 (1996), págs. 151-180

39  El decreto fue sancionado por Fernando VII el 3 de noviembre de 1820, Gómez Rivero, R., La sanción real 
en la Constitución de Cádiz, Cádiz, 2010, pág. 199. Esta disposición constituye un ejemplo de lo que Garriga ha apun-
tado como «decretos con carácter de ley, pero carentes de sanción: algo así como leyes sin sanción, ó mejor, decretos 
elaborados siguiendo el procedimiento parlamentario de las leyes», Garriga Acosta, C., «Constitución, ley, regla-
mento: el nacimiento de la potestad reglamentaria en España (1810-1814, 1820-1823)», en Anuario de Historia del 
Derecho Español, núm. 65 (1995), pág. 473.

40  Martínez Pérez estima que, desde un punto de vista constitucional, el modelo de jurado español se asemeja más 
al francés que al inglés. Al respecto afirma: «Del análisis comparativo se deduce que el desarrollo español del jurado se 
acercaría al modelo francés, situándose por lo tanto lejos del prototípico modelo británico con el que el constituyen-
te primero, y los legisladores ordinarios después, quisieron identificar el ensayo, porque el jurado español no fue, como 
no lo era el francés «bulwark of liberty», sino mera institución procesal de garantía para el enjuiciamiento criminal. A 
pesar de las pretendidas identificaciones del legislador español con el jurado británico, su producto no fue comparable 
a este último», Martínez Perez, Entre confianza y responsabilidad…, pág. 509.

41  Art. 74, decreto, 22-X-1820.
42  Art. 36, decreto, 22-X-1820.
43  En el caso de injurias la legitimación correspondía a la persona interesada, Art. 33 y 35, decreto, 22-X-1820.
44  Art. 37, decreto 22-X-1820.
45  acd, Serie general, Legajo 130-29, Dictamen y proyecto de ley sobre libertad de imprenta presentados a las Cortes 

por la comisión especial de este nombre y mandadas imprimir de orden de las mismas, s/f.
46  El modelo propuesto por la comisión se asemeja el sistema norteamericano donde se extraen á la suerte los nom-

bres de los jurados de una caja en donde se encuentran todos los que se hallan en aptitud de serlo, dsc, núm. 93, 5 de 
octubre de 1820, pág. 1431. En Inglaterra, por el contrario, no interviene el azar sino que un empleado de Justicia para 
el pequeño jurado o el Scherif, como delegado del Gobierno, para el gran jurado son quienes eligen de una lista general 
a los que han de juzgar en cada caso, dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1264.
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únicamente a las autoridades locales de la capital, privando de esta facultad al resto de En-
tidades locales. Por esta razón, algunos parlamentarios sugirieron la idea de que fueran las 
Diputaciones provinciales, como entes territoriales, los responsables de designar a los jueces 
de hecho47. No iban desencaminados con la proposición. Esta misma petición se recoge en 
las páginas de algunos periódicos de la época. Así, por ejemplo, el diario El Revisor político 
y literario en su «modelo» de jurado aboga por la participación de las Diputaciones en la 
formación de la lista de jueces de hecho48. Finalmente, la propuesta fue desestimada al con-
siderar que el mayor número de individuos que integraban las Corporaciones municipales 
garantizaba el acierto en la elección, evitando los inconvenientes que pudieran derivarse si 
la designación la asumían los entes provinciales, donde participaban como vocales natos dos 
autoridades del Gobierno, el jefe político y los intendentes49.

Tampoco hubo consenso en el número total de jueces de hecho. La comisión fue cons-
ciente del alto grado de analfabetismo que padecía el país limitando la lista a dieciocho50. No 
obstante, sometido el proyecto a debate se decidió ampliarla hasta el triple de los individuos 
que integraban el Ayuntamiento de la capital51. Con esta medida se solucionaba la posible 
desproporcionalidad que podía existir en lugares con muy distinto vecindario, como Barce-
lona o Ávila, garantizándose, al mismo tiempo, un número suficiente de árbitros aptos para 
el enjuiciamiento de los escritos. No debemos olvidar que para ejercer como tal se exigían 
las mismas condiciones que para ser diputado a Cortes, esto es: ciudadano en el pleno ejer-
cicio de los derechos, mayor de veinte cinco años y residir en la capital de la provincia52. Esta 
circunstancia despertó los recelos de algunos parlamentarios al considerar que el sistema de 
elección y requisitos propuestos no garantizaba la idoneidad de los electos. En consecuencia 
instaban a la comisión a establecer unas calidades específicas entre las que se incluyera, al 
menos, saber leer y escribir53. En este sentido, se apuntó la conveniencia de seguir el modelo 
anglosajón y exigir un nivel de renta mínimo a los candidatos54. No obstante, la medida, pese 
a valorarse positivamente, tuvo que ser rechazada al no estar el país preparado para ello55.

47  dsc, núm. 93, 5 de octubre de 1820, pág. 1430.
48  El Revisor político y literario, 10 de octubre de 1820, pág.162.
49  dsc, núm. 93, 5 de octubre de 1820, pág. 1431. Sobre el régimen provincial y la organización del territorio en 

España durante el s. xix vid. Pérez Juan, J.A., Centralismo y descentralización: Organización y modelos territoriales en 
Alicante (1812-1874), Madrid, 2005.

50  «En cuanto al número total de jueces de hecho, bien hubiera querido la comisión extenderle mucho más de lo 
que ha creído practicable, pero al considerar el atraso en que se halla la instrucción pública, no se ha determinado á pa-
sar del número de 18; aunque con la firme esperanza de que en breve tiempo el influjo rápido y progresivo de la ilustra-
ción facilitará naturalmente una reforma en este punto», dsc, núm. 73, 15 de septiembre de 1820, pág. 1026.

51  Art. 38, decreto, 22-X-1820.
52  Art. 39, decreto 22-X-1820. Los criterios fueron defendidos por Martínez de la Rosa en estos términos: «Pues 

si la Constitución para ser legislador y tener asiento en este salón augusto no exige otros requisitos, ¿qué más ha de exi-
girse para poder ser jurado?, dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1263.

53  dsc, núm. 94, 6 de octubre de 1820, pág. 1456.
54  dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1263. Esta misma idea la defiende Jonama en su obra sobre el Ju-

rado publicada en 1820. Al explicar las cualidades que deben exigirse al juez de hecho ensalza la propiedad. Dice: «El 
propietario, a más de suponérsele menos expuesto al soborno, tiene la presunción a su favor, de que será más amante 
del orden, no solo por el deseo de conservar sus propiedades, sino por que en razón de aquellas está más interesado en 
sostener todos los demás derechos civiles, Jonama, S., De la prueba por Jurados, o sea Consejo de hombres buenos, Ma-
drid 1820, pág. 38.

55  La comisión parlamentaria admitió en su informe la conveniencia de establecer requisitos de renta para ejer-
cer el cargo de jurado al igual que el modelo anglosajón. Decía: «ha dejado esta mejor saludable para el tiempo dicho-
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El oficio de jurado era obligatorio estableciéndose una multa entre doscientos y cuatro-
cientos reales para aquellos que no acudieran al juicio sin causa justificada56. Los jueces de 
hecho sólo eran responsables en el caso de que se demostrara legalmente que habían actua-
do por cohecho o soborno57. Con el objeto de garantizar su libertad se exceptuaba de estas 
funciones a quienes ejercieran cualquier tipo de jurisdicción, civil o eclesiástica, los jefes 
políticos, intendentes, comandantes generales, los secretarios del Despacho y los empleados 
de sus Secretarías, los consejeros de Estado y la servidumbre de Palacio58. La conveniencia 
de esta medida llevó a solicitar la ampliación de las causas de exención, si bien, el lamentable 
estado en el que se encontraba la ilustración de la sociedad no lo hicieron recomendable59.

El proceso se iniciaba en el Ayuntamiento con el sorteo público de los nueve jueces de 
hecho que integraban el Jurado de Acusación60. Llegado el día señalado para la constitución 
del Tribunal los electos juraban el cargo ante el alcalde de la ciudad61. Acto seguido, se retira-
ban las autoridades locales y se iniciaba la deliberación en secreto. Examinada la denuncia y el 
impreso y, después de debatir sobre el asunto, se declaraba si había o no lugar a la formación 
de causa. Esta última resolución se adoptaba, necesariamente, con el voto de las dos terceras 
partes de los jueces62. Interesa esta última cuestión. El proyecto inicial exigía la «pluralidad 
absoluta de votos». Sin embargo, el decreto finalmente aprobado establecía una mayoría 
cualificada de seis votos favorables sobre un total de nueve. Desconozco el momento en que 
se realizó esta modificación. En el Diario de Sesiones no localizo ningún acuerdo al respecto, 
si bien, entiendo que las razones que llevaron a ello fue el deseo de buscar una fórmula más 
garantista que permitieran compensar el reducido número de jueces de hecho que confor-
maban la institución en España63.

Si la resolución era «no ha lugar» el proceso concluía comunicando al interesado copia 
de la denuncia y del fallo. En el caso contrario, la tramitación continuaba remitiéndose el 
expediente al juzgado de primera instancia de la localidad. A partir de este momento co-
rresponde al juez técnico el desarrollo de las diligencias necesarias para suspender la venta 
de los ejemplares y la averiguación de la persona responsable de la publicación64. Además, 
cuando el impreso era susceptible de ser calificado como subversivo, sedicioso, o incitador 

so en que se pueda poner en planta el artículo 92 de la Constitución (.)», acd, Serie general, Legajo 130-29, Dictamen 
y proyecto de ley sobre libertad de imprenta presentados a las Cortes por la comisión especial de este nombre y mandadas 
imprimir de orden de las mismas, s/f. En términos similares, vid. dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1263.

56  Arts. 41 y 42, decreto, 22-X-1820.
57  Art. 67, decreto, 22-X-1820.
58  Art. 40, decreto, 22-X-1820.
59  El diputado Díaz del Moral pedía incluir en el listado «los contadores y administradores de todos los ramos, 

los tesoreros, los empleados de oficinas, los comandantes de resguardos, sus tenientes, cabos y hasta los mismos depen-
dientes». Por su parte, Janer solicitaba excluir del cargo a cualquier empleado público, dsc, núm. 94, 6 de octubre de 
1820, pág. 1457.

60  Art. 43, decreto, 22-X-1820.
61  La fórmula utilizada era la siguiente: «¿ Juráis haberos bien y fielmente en el cargo que se os confia, decidiendo 

con imparcialidad y justicia en vista del impreso y denuncia que se os va á presentar, si ha o no lugar a la formación de 
causa? = Si juramos= Si así lo hiciéreis, Dios os premie; y si no os lo demande», Art. 44, decreto, 22-X-1820.

62  Art. 45, decreto, 22-X-1820.
63  Esta modificación aparece anotada al margen de forma manuscrita en el proyecto impreso que se conserva en el 

acd, Serie general, Legajo 130-29, Dictamen y proyecto de ley sobre libertad de imprenta presentados a las Cortes por la 
comisión especial de este nombre y mandadas imprimir de orden de las mismas, s/f.

64  Arts. 49 y 50, decreto, 22-X-1820.
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en primer grado debía ordenar la detención del sujeto responsable. En el resto de ocasiones 
se limitaba a exigir al presunto autor un fiador o caución suficiente para atender las posibles 
resultas del proceso65.

Antes de entablarse la vista oral el Ayuntamiento notificaba al juzgado el listado con los 
doce jueces de hecho que calificarían el impreso. Sus nombres eran obtenidos por suerte 
de entre los que quedaron insaculados en el primer sorteo66. El acusado recibía copia de la 
denuncia junto con la lista, facultándole para que en el plazo máximo de veinticuatro horas 
recusara, sin obligación de expresar la causa, hasta siete de los nominados67.

El Tribunal daba comienzo a sus actuaciones con el preceptivo juramento de los vocales68. 
Abierta la audiencia pública el acusado exponía su defensa personalmente o a través de su 
representante69. Acto seguido tomaba la palabra el fiscal, síndico o persona que hubiera for-
mulado denuncia. Finalmente, intervenía de nuevo el reo respondiendo a los argumentos de 
la parte actora. A continuación el magistrado realizaba una recopilación del proceso «para 
ilustración de los jueces de hecho» quienes se retiraban a una estancia cerrada para confe-
renciar sobre el asunto. Concluida la deliberación se hacía pública la decisión por medio del 
vocal primero que, a estos efectos, actuaba como presidente70. Si era absuelto se mandaba 
poner en libertad o alzar la caución o fianza impuesto al acusado71. Por el contrario, si la 
resolución era de condena se exigía la concurrencia de, al menos, ocho de los doce votos 
posibles indicando si el impreso debía ser calificado como sedicioso, subversivo, incitador a 
la desobediencia, obsceno o infamatorio72. En caso de acuerdo en el tipo de abuso, pero no 
en el grado, se entendía cometido por el menor de estos73. Esta mayoría fue criticada por el 
diputado Calatrava. En su opinión era insuficiente y se apartaba del modelo anglosajón en 

65  En el caso de injurias se permite a las partes resolver el litigio acudiendo a juicio de conciliación ante el alcalde 
de la ciudad, Arts. 51 y 52, decreto, 22-X-1820.

66  Art. 53, decreto, 22-X-1820.
67  En estos casos se instaba al Ayuntamiento para que realizara un nuevo sorteo hasta completar el número de jue-

ces de hecho, pudiendo éstos ser recusados igualmente, Arts. 54 y 55, decreto, 22-X-1820.
68  «(…) Les recibirá el juramento concebido en los siguientes términos: ¿ Juráis haberos bien y fielmente en el car-

go que se os confía, calificando con imparcialidad y justicia según vuestro leal saber y entender, el impreso denunciado 
que se os presenta, ateniéndoos á las notas de calificación expresadas en el título iii de la ley de libertad de imprenta?=Sí 
juramos= Si así lo hiciéreis &», Art. 56, decreto, 22-X-1820.

69  En el proyecto inicial solo se permitía al acusado actuar representado por letrado. No obstante, durante el deba-
te, y a propuesta del diputado Marín, se añadió al artículo la coletilla «o cualquiera otra persona en su nombre» con el 
objeto de evitar al interesado los perjuicios económicos que le suponía acudir a juicio asistido de abogado, dsc, núm. 
94, 6 de octubre de 1820, pág. 1461.

70  Arts. 57-61, decreto, 22-X-1822.
71  La fórmula utilizada era la siguiente: «Habiéndose observado en este juicio todos los trámites prescritos por 

la ley, y calificado los doce jueces de hecho con la fórmula de absuelto el impreso titulado… denunciado tal día por tal 
autoridad o persona, la ley absuelve á n.º responsable de dicho impreso; y en su consecuencia mando que sea puesto in-
mediatamente en libertad, ó se le alce la caución o fianza, sin que este procedimiento le cause perjuicio ni menoscabo 
en su buen nombre y reputación», Art. 62, decreto, 22-X-1820.

72  Los tipos penales están descritos en los artículos 11 y siguientes del decreto de libertad de imprenta de 1820. 
Para el legislador español son subversivos aquellos escritos que conspiren directamente a trastornar o destruir la religión 
del Estado o la Constitución; sediciosos los que publiquen máximas o doctrinas dirigidas a excitar la rebelión o la per-
turbación de la tranquilidad pública; incitador a la desobediencia los que inciten directamente a desobedecer las leyes 
o autoridades legítimas; obscenos los escritos en lengua vulgar que ofendan a la moral o decencia pública, y, finalmente, 
injuriosos, los que vulneren la reputación ó el honor de los particulares, tachando su conducta privada.

73  En caso de condena el modelo de resolución era este: «Habiéndose observado en este juicio todos los trámi-
tes prescritos por la ley, y calificado los jueces de hecho con la nota de… (una de las contenidas en dichos artículos) el 
impreso titulado… denunciado tal día por tal autoridad o persona, la ley condena a n.º responsable de dicho impreso 
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el que se establecía la unanimidad. La comisión admitió en este punto la idoneidad del siste-
ma inglés, si bien, reconocía que no podría exigirse en España por la inmadurez del país y el 
consecuente peligro a dejar impunes algunos delitos74.

La sentencia se comunicaba a las partes, publicándose un ejemplar de la misma en la Gaceta 
del Gobierno75. Las costas eran abonadas por el reo cuando hubiera sido condenado. En caso 
de absolución los gastos serían pagados por los fondos públicos, a excepción de las injurias, 
que las asumiría el propio denunciante76. En el debate parlamentario se cuestionó esta última 
medida al estimar que podría fagocitar el uso de denuncias falsas motivadas por intereses 
siniestros o venganza. No obstante, el bien público primó manteniéndose la gratuidad del 
proceso para los actores, salvo en las causas privadas77.

La resolución judicial era apelable ante la Audiencia provincial. Los motivos de este re-
curso estaban tasados legalmente. De un lado, se permitía cuando el juez técnico no había 
impuesto la pena designada para el tipo legal calificado por el Tribunal popular. De otro, en 
los supuestos en los que no se hubieran observado en la tramitación las formalidades pre-
venidas en el decreto de 1820. En este último caso, la apelación sería para el solo efecto de 
reponer el juicio al momento procesal en que se hubiera cometido la nulidad. La Audiencia 
debía exigir a la autoridad que hubiera cometido la falta la correspondiente responsabili-
dad78.

La articulación jurídica de esta apelación suscitó algunas dudas. A tenor de lo expuesto 
la reclamación de los interesados solo podría versar sobre la sentencia del juez en la que se 
impone la pena, pero nunca sobre la calificación del Jurado79. Se trataba de una situación 
complicada pues reconocer esta segunda opción conllevaría en la práctica, según algunos 
parlamentarios, la destrucción de la libertad de imprenta80. Para resolver este trance el di-
putado Díaz del Moral propuso a las Cortes la adición de un nuevo artículo en el que se 
atribuyeran al magistrado facultades excepcionales para revisar la calificación del Jurado81. Se 
trataba de un mecanismo importado de Inglaterra donde se facultaba al togado a suspender 
discrecionalmente el proceso y solicitar al Tribunal Superior la revisión del juicio82. Debati-

á la pena de… expresada en el artículo… del título iv; y en su consecuencia mando que se lleve á debido efecto», Art. 
68, decreto, 22-X-1820.

74  «Bien hubiera querido la comisión proponer como en el Jurado inglés la unanimidad para condenar a un hom-
bre; pero no se ha atrevido exigirla, porque si esto es posible en una nación en que el espíritu público está formado, y 
hay una fuerza de opinión que une en un solo foco los pareceres particulares, no lo es en España que no se encuentra en 
este caso; y no ha creído justo la comisión que porque un solo individuo no conviniese con los demás jurados quedase 
impune el delito», dsc, núm. 84, 26 de septiembre de 1820, pág. 1264.

75  Art. 72, decreto, 22-X-1820.
76  Art. 70, decreto, 22-X-1820.
77  dsc, núm. 95, 7 de octubre de 1820, págs. 1485-1486.
78  Art. 75-76, decreto, 22-X-1820
79  Esta deficiencia ya fue observada por Calatrava en el discurso sobre la totalidad del proyecto de ley al denun-

ciar la indefensión del acusado en los casos en que la decisión de los jurados fuese injusta, dsc, núm. 84, 26 de septiem-
bre de 1820, pág. 1261.

80  dsc, núm. 95, 7 de octubre de 1820, pág. 1489.
81  dsc, núm. 95, 7 de octubre de 1820, pág. 1491.
82  «Es el resultado señores de lo que he presenciado en Inglaterra, donde este saludable medio ha producido bie-

nes incalculables a la libertad de escribir é impedido quizá la ruina de célebres y amados patriotas. Pronunciado por los 
jurados su veredicto ó censura del papel que se han juntado á calificar, queda á la discreción del juez del derecho sus-
pender el procedimiento y exponer ante el Tribunal del Bando del Rey, ó sea nuestro Supremo Tribunal de Justicia, 
cuanto ha observado y comprendido en el juicio que hubiere de presidir, y entonces todos los jueces, después de con-
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da la propuesta fue finalmente aprobada autorizando a la autoridad judicial a suspender la 
aplicación de la pena si estimaba errónea la calificación emitida por los jueces de hecho. Esta 
facultad discrecional del letrado sólo podía ejercerla en los supuestos de escritos subversivos, 
sediciosos o incitadores a la desobediencia y obligaba a realizar un nuevo juicio ante un Ju-
rado completamente renovado83.

2. Las reformas posteriores
El Trienio Liberal es una etapa convulsa en la historia de España. La unión y entendi-

miento de la clase política con el monarca español fue deteriorándose con el transcurso 
de los meses. Son numerosos los episodios acaecidos en estas fechas que distorsionan esta 
relación y acentuarán las divisiones dentro de la propia clase política84. No podemos dete-
nernos en el estudio y análisis de cada uno de estos sucesos, si bien, debemos recordar el 
discurso de apertura de las Cortes en marzo de 1821 en el que el rey mostró públicamente 
su descontento con la situación vigente, acusando al Gobierno de pasividad y falta de ener-
gía85. A finales de este mismo año, la destitución del general Riego de la capitanía general 
de Aragón marcará un nuevo episodio de altercados en Madrid que tendrán su reflejo en 
otras ciudades como Cádiz y Sevilla donde las autoridades locales se negaron a obedecer las 
órdenes del Ministerio86.

La puesta en funcionamiento del Jurado no mejoró el clima político de la Península. Por 
el contrario, las cabeceras de los periódicos se multiplicaron, acentuando en muchas ocasio-
nes su ideología política y su espíritu crítico al amparo de la benevolencia de los jueces de 
hecho en la resolución de los pleitos. La aplicación de la legislación de imprenta había pues-
to de manifiesto sus deficiencias. Los particulares, indefensos, no dudaron en denunciar las 
carencias del marco legal y la situación de impunidad que se vivía87. Al respecto, el asunto 
Velasco88, el asesinato del cura Vinuesa89 o los excesos cometidos por el clérigo Clararrosa en 
ferenciar entre sí, resuelven si ha de concederse ú otorgarse una nueva regla, como si dijéramos entre nosotros si se da-
ría licencia á un litigante que hubiese perdido su pleito, para suplicar de la sentencia. Si se otorga esta licencia, ocurren 
los interesados por sí ó por abogados a argüir el caso con toda la extensión á que éste da lugar, y después el tribunal re-
voca ó confirma la licencia: en el primer caso, la calificación de los jurados produce su efecto; en el segundo, queda su-
jeta á la que van á hacer los 12 especiales que se han de nombrar por el método ordinario», dsc, núm. 95, 7 de octu-
bre de 1820, págs. 1491-1492.

83  Art. 64, decreto, 22-X-1820.
84  Las reticencias de Fernando VII a sancionar el proyecto de ley de supresión de las órdenes monacales a finales 

de 1820 junto con la designación del general Carvajal como capitán general de Madrid por una simple orden, sin con-
tar con la preceptiva autorización o firma del ministro responsable, son sólo alguno de los ejemplos que enervaron los 
ánimos de los bandos populares, que empezaron entonces a adoptar una actitud agresiva y marcada contra el Monarca, 
Mesonero Romanos, R., Memorias de un setentón, Madrid, 2008, pág. 318.

85  Artola, La España de Fernando VII, pág. 554.
86  Alcalá Galiano, A., Recuerdos de un anciano, Barcelona, 2009, pág. 495.
87  El 24 de enero de 1822 las Cortes conocían una exposición de dos ciudadanos denunciando la facilidad con la 

que se violentaba la ley de imprenta para eludir la sanción en caso de injurias por escrito impreso «envolviendo bajo 
nombres supuestos ó en los groseros disfraces de viles y torpes alegorías los denuestos, baldones y calumnias con que 
despedazan á su salvo la honra de los mejores ciudadanos», dsc, núm. 121, 24 de enero de 1822.

88  Un caso muy conocido fue el de Domingo Antonio Velasco. A este comisario de guerra se le atribuye la publi-
cación del panfleto Centinelas contra republicanos y avisos importantes al Gobierno y á la Nación donde se denunciaba la 
existencia de una trama política para acabar con la Monarquía. Un estudio sobre el tema en Pérez Juan, J.A. «El pri-
mer panfleto subversivo del Trienio Liberal», en aavv, Homenaje a Escudero, 4 vols, Madrid, 2012.

89  Un breve relato de lo acaecido en Fernández de Córdova, F., Mis memorias intimas, tomo I, Madrid, 1966, 
pág. 19.
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Cádiz90 son solo algunos ejemplos de cómo el mal uso de la tipografía había enervado los 
ánimos de la población.

Ante estos hechos, el 21 de enero de 1822, el Gobierno presentaba a las Cortes un pro-
yecto de ley en el que se adoptaban medidas restrictivas en materia de imprenta, derecho de 
petición y reuniones patrióticas91. El texto iba acompañado de un informe del Consejo de 
Estado emitido apenas un día antes en el que el Poder Ejecutivo sometía al máximo órgano 
consultivo su parecer «sobre las medidas y reformas que convendría proponer a las Cortes 
para atajar los desórdenes públicos»92. En el dictamen se apunta a los excesos en la imprenta 
como causa de la situación política, abogándose por una reforma legislativa en tres ámbitos: 
legitimación activa, ampliación de tipos legales y supresión del juicio de jurados93.

2.1. La ley de imprenta de 12 de febrero de 1822
El proyecto se presentaba en el pleno a principios de 182294. La reforma no fue bien 

recibida por algunos parlamentarios al considerar que la restricción de los derechos de los 
ciudadanos no era la solución a los problemas que atravesaba España. En su opinión, el 
escenario de inestabilidad y desordenes públicos respondía a la incapacidad del Gobierno 
para dirigir el país. En consecuencia, solicitaban la retirada de la ley y la renovación del 
Gabinete95. La proposición no era baladí. Suponía, de un lado, inmiscuirse en las funciones 
del Poder Ejecutivo, y, de otro, privar al Ministerio de los instrumentos necesarios para 
garantizar el orden público. Finalmente, la petición de paralización de las nuevas leyes 
fue desestimada en una ajustada votación y el 4 de febrero se entraba en la discusión del 
articulado.

Las sesiones desarrolladas en estos días fueron especialmente intensas. El público de las 
graderías, la prensa y los propios diputados siguieron con pasión las intervenciones. Se es-
taba aprobando un nuevo marco legal en materia de imprenta. Una nueva regulación que 

90  Decía el diputado Sancho: «Yo nunca convendré en que por el abuso que haya hecho un mal fraile, Clararro-
sa, hayamos de variar la institución mejor que tenemos en el sistema constitucional», dsc, núm. 132, 4 de febrero de 
1822, pág. 2152. Sobre la obra de este personaje gaditano vid. Sánchez Hita, B. José Joaquin de Clararrosa y su diario 
gaditano (1820-1822). Ilustración, periodismo y revolución en el Trienio Liberal, Cádiz, 2007.

91  acd, Serie general, Legajo130-50, Proyecto de ley adicional sobre libertad política de imprenta. De igual modo 
la Minuta del Mensaje del Rey a las Cortes aparece publicada íntegra en el periódico El Universal, núm. 24, jueves, 24 
de enero de 1822.

92  El texto de la minuta puede consultarse en acd, Serie general, Legajo130-50, Proyecto de ley adicional sobre li-
bertad política de imprenta y en el periódico El Universal, núm. 24, jueves, 24 de enero de 1822. Una amplia referencia 
a este mismo dictamen en Gómez Rivero, La sanción real…, págs. 95-96.

93  No fue el único intento de reforma del Jurado en estos años. En 1821 la Comisión encargada de elaborar un 
Código de procedimientos articuló un proyecto para el enjuiciamiento general de las causas criminales, con algunas 
excepciones, mediante el Jurado. Esta codificación procesal se detuvo por las críticas recibidas hasta 1823, fecha en la 
que se retomó el proyecto sin éxito al precipitarse los acontecimientos políticos a finales de ese mismo año, Martínez 
Pérez, Entre confianza y responsabilidad…, págs. 525-531. Asimismo, vid. Muñoz de Bustillo, C., «La Justicia no 
letrada en el primer constitucionalismo» en aavv, Il modello constituzionale inglese e la sua recesione nell’area medite-
rranea tra la fine del 700 e la prima metà del 800, Milan, 1999, págs. 285-324.

94  El 22 de enero de 1822 las Cortes designaban una comisión integrada por los diputados Cuesta, Gareli, Manes-
cau, Clemencin, San Miguel, Zapata, Medrano, Villa y Javier Martínez, con el objeto de examinar el proyecto de ley y el 
dictamen del Consejo de Estado que el Gobierno había sometido a la consideración del Parlamento. Los resultados de su 
trabajo y los tres proyectos legislativos se presentaban al pleno para su examen y deliberación apenas tres días más tarde.

95  La propuesta era defendida por Calatrava y se basaba en el manifiesto que aprobaron las propias Cortes el 18 
de diciembre de 1821 a la vista de los desagradables sucesos acaecidos en Cádiz y Sevilla, dsc, núm. 130, 2 de febrero 
de 1822, págs. 2110-2111.
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vendría, a los ojos de los exaltados, a erradicar la libertad de prensa96. Los ánimos estuvieron 
tan crispados que el debate se alteró por el ataque e intento de agresión que sufrieron algunos 
parlamentarios97. Lo cierto es que las circunstancias apremiaban y el texto era aprobado el 12 
de febrero de 1822, recibiendo la sanción real un día después98.

¿Cuáles son las medidas que propone la nueva regulación? En términos generales la ley 
adicional suple las carencias detectadas por la normativa anterior. Se trata de evitar situacio-
nes de impunidad, garantizando el castigo de los culpables aunque los insultos, denuestos 
o injurias se expresen indirectamente con disfraces o alegorías99. Para ello, se amplia la res-
ponsabilidad al reimpresor, describiendo de forma más exacta los tipos penales, incluyendo 
referencias expresas a la persona del rey o a la utilización de meras alusiones, personajes, países 
supuestos o tiempos pasados en los que se instaba a la sedición o se incitaba a la desobedien-
cia mediante sátiras o invectivas100. Esta medida se adoptaba con la intención de auxiliar a 
los jueces de hecho, «ilustrar» su conciencia, evitando de este modo que algunos ilícitos 
quedaran impunes101. Se decía:

Nuestro jurado es un establecimiento naciente y no conocido entre nosotros: es necesario ayu-
dar a sus individuos, dando leyes más expresas á que deban atenerse102

Sin embargo, la reforma fue vista por algún sector como un intento de restringir el ejerci-
cio de la libertad de imprenta, en una «ansia de perseguir toda clase de escritos103.

Paralelamente, el proyecto alteraba alguna de las penas previstas en el anterior decreto. 
De un lado, se reducía el castigo impuesto para los escritos que incitaban a la desobediencia 
y, de otro, se duplicaba para los injuriosos. Al mismo tiempo se establecía que todos los con-
denados por este tipo de ilícitos cumplirían su sanción en el castillo o fortaleza más cercana 

96  «Al oír los clamores que estos días se han extendido por Madrid respecto de estas leyes, no se creerá sino que se 
va a destruir la libertad de imprenta, á dar facultades ilimitadas al Gobierno, y á proceder contra el espíritu y tenor de 
nuestros poderes, faltando a las más sagradas obligaciones», dsc, núm. 132, 4 de febrero de 1822, pág. 2149.

97  La gravedad de los hechos obligó al presidente de las Cortes a tomar cartas en el asunto. Decía: «Así que en 
estas circunstancias, puesto yo en este sitio, prevengo al público que al primer rumor que se oiga en las galerías levan-
to la sesión; y éxito á este efecto a los señores diputados á que con sus luces y patriotismo exciten al Gobierno y redo-
blen su celo más y más, no para conservar sus personas, que poco importarían, sino para conservar la Representación 
nacional, la Constitución y la independencia de la Nación española», dsc, núm. 133, 5 de febrero de 1822, pág. 2160.

98  Son los dos decretos de Cortes del trienio más rápidos en sancionar: en apenas 24 horas Fernando VII ha estam-
pado en ellos la frase «Publíquese como Ley», Gómez Rivero, La sanción real…, pág. 99,

99  Al denunciar la situación Martínez de la Rosa afirmaba: «¿A quien le pudo nunca ocurrir que el que excitase a 
la sedición citando maliciosamente tiempos pasados o aludiendo á países remotos, lo había de hacer impunemente? (:.) 
Y si esta excitación, continúa el diputado, se hace de una manera clara, pero bastante encubierta para burlarse de la ley, 
¿quedará impune el escritor? Con mudar las sílabas de un nombre, con usar una alegoría, ¿se podrá libremente infamar 
a cualquier ciudadano? Pues esto es de lo que se trata: de defender el honor de los españoles; de no conceder a su costa 
un privilegio a la calumnia», dsc, núm. 133, 5 de febrero de 1822, pág. 2168.

100  Arts. 1-5 y 9, ley, 12-ii-1822.
101  «La experiencia ha demostrado que como el Jurado de España no estaba acostumbrado a estas calificaciones, 

siempre que creía que estos delitos no estaban en el texto de la ley, se abstenía de califiCarlos por una especie de deli-
cadez: tales son las alegorías injuriosas, que en ocasiones no se ha atrevido a calificarlas, por no creerlas comprendidas 
en la ley (…)» dsc, núm. 132, 4 de febrero de 1822, pág. 2150. En los mismos términos, dsc, núm.2177, 6 de febre-
ro de 1822, pág. 2176.

102  dsc, núm. 132, 4 de febrero de 1822, pág. 2150.
103  dsc, núm. 133, 5 de febrero de 1822, pág. 2166.
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a su domicilio104. Esta última aclaración obedecía al hecho de que en la praxis algunos con-
denados a reclusión domiciliaria «solían salirse de paseo alguna vez» desvirtuando el rigor 
de la condena105.

El dictamen del Consejo de Estado que acompañaba al proyecto del Gobierno abogaba 
por la desaparición del Jurado y el restablecimiento de las antiguas Juntas de Censura106. En 
su opinión, la experiencia había demostrado la ineficacia de la Justicia popular en esta materia 
dando lugar a una situación de impunidad y desenfreno que lejos de garantizar el ejercicio 
de la libertad de imprenta perjudicaba a los derechos e intereses de los ciudadanos. Decía:

Lo cierto es que han corrido libremente los escritos más incendiarios, y los libelos más escan-
dalosos sin que hayan sido de ningún valor los esfuerzos, si algunos se han hecho, para reprimir 
semejantes desórdenes  107.

En contra del citado informe la comisión de Cortes decidió mantener el juicio entre igua-
les, si bien, introdujo en él algunas modificaciones. Se observa una alteración importante en el 
proceso de designación de los jueces de hecho. A partir de 1822, el listado o albo se realizará 
conjuntamente por el Ayuntamiento de la capital y las Diputaciones provinciales de forma 
proporcional, nombrando los primeros a las dos terceras partes y el resto la Corporación 
territorial108. No gustó la medida a algunos parlamentarios para quienes el cambio no venía 
sino a incrementar la presencia y control del poder Ejecutivo en los procesos de imprenta109. 
Además, esta decisión era interpretada como un desaire a los Ayuntamientos que hasta ahora 
habían asumido con eficacia estas funciones110. Sin embargo, con esta reforma se acallaban las 
voces que cuestionaban el sistema anterior al excluir a los habitantes de las restantes ciudades 
de la provincia. Al mismo tiempo se salvaguardaba el carácter electivo, popular o democrático 
del sistema impidiendo que los jefes políticos o intendentes, miembros natos de las Diputa-
ciones, participaran en la designación111.

El status de los jueces de hecho también será objeto de reforma. Con el objeto de exi-
girles una mayor responsabilidad se establecía que sus resoluciones, tanto la de Acusación 

104  Arts. 6-8, ley, 12-ii-1822. Esta medida se consideraba beneficiosa para los reos ya que se les separa de los de-
lincuentes comunes en «atención a que se debe suponer que los hombres condenados por delitos de imprenta son de 
cierta educación y han seguido alguna carrera, no siendo justo confundirlos con los asesinos y con los facinerosos, dsc, 
núm. 132, 4 de febrero de 1822, pág. 2150.

105  dsc, núm.135, 7 de febrero de 1822, pág. 2192.
106  Esta postura no fue unánime. Algunos consejeros manifestaron su voto particular en el que defendían la conti-

nuación de los jueces de hecho, si bien, con algunas modificaciones. Así por ejemplo, el Duque de Frías proponía cam-
biar el número del «pequeño y gran jurado, exigiendo de ellos que sean propietarios (…)»; por su parte, José Joaquín 
Ortiz defendía, además, alterar el sistema de recusación ampliando las opciones de las partes, El Universal, núm. 24, 
jueves, 24 de enero de 1822.

107  «(…) más aquí la experiencia nos ha hecho ver que este dique (se refiere al Jurado) ha puesto menor resistencia 
al mal, y la prueba no ha correspondido a las intenciones y deseos de los que quisieron ensayarla», acd, Serie general, 
Legajo 130-50, Proyecto de ley adicional sobre la libertad política de imprenta (1822), s/f.

108  Art. 11, ley, 12-ii-1822.
109  dsc, núm. 132, 4 de febrero de 1822, pág. 2147.
110  dsc, núm. 136, 8 de febrero de 1822, pág. 2209.
111  «Un Ayuntamiento es nombrado por solo un pueblo, y los individuos de la Diputación provincial reúnen los 

votos de toda la provincia, como que son nombrados por los electores y del mismo modo que se nombra un Diputado á 
Cortes: por consiguiente, son más populares y reúnen mayor opinión», dsc, núm. 136, 8 de febrero de 1822, pág. 2210.
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como la de Calificación, se publicaran en la Gaceta del Gobierno, indicando el nombre de 
los que «hayan votado el si y el no»112. Con la revelación de sus nombres y el sentido de 
su voto se garantizaba, a criterio de la comisión, una actitud sensata y responsable, evitan-
do que al amparo del secreto se adoptaran resoluciones muy cuestionadas por la opinión 
pública113. Era, en definitiva, una salvaguarda más para el correcto funcionamiento del 
Jurado114.

Respecto a la tramitación del proceso se amplia la legitimación activa incluyendo como 
actores a los promotores fiscales de los juzgados de primera instancia de las capitales de pro-
vincia115. No fue una cuestión pacífica. La reforma se interpretaba como una amenaza directa 
al derecho de imprenta. Con este artículo se daba una mayor participación al Ejecutivo en 
las causas, atribuyéndole funciones directas en la persecución y castigo de este tipo de delitos. 
Era, en su opinión, la prueba que confirmaba los rumores de que, con la nueva regulación el 
Gobierno quería coartar el ejercicio de esta libertad116. Por el contrario los defensores de la 
propuesta alegaban que la ampliación de la legitimación activa no era sino la solución a un 
problema real que en el que los fiscales de imprenta se habían negado a atender las peticiones 
de las autoridades gubernativas117. Con el reglamento vigente de 1820 el Gabinete estaba in-
capacitado para perseguir aquellos escritos que pudieran alterar el orden público situación 
que, a juicio de la comisión parlamentaria, era necesario corregir118. A favor de la reforma se 
apuntaba, además, que la propuesta no difería de otros modelos comparados como el inglés, 
en el que el fiscal denunciaba los impresos o el norteamericano, en el que además, el ministe-
rio público tenía el derecho de recusación119.

2.2. Un último intento de regulación: la ley de 22 de julio de 1823
Las circunstancias políticas de la Península se fueron agravando. La crisis interna y la 

escisión política, ligada a la presión internacional y la llegada de los Cien Mil Hijos de San 
Luis a tierras españolas obligaron a desplazar las Cortes, primero a Sevilla y posteriormen-
te a Cádiz120. No podemos entrar en este trajín, pero si nos gustaría señalar que en aquellas 

112  Art. 13, ley, 12-ii-1822.
113  dsc, núm. 133, 5 de febrero de 1822, pág. 2171.
114  Como señala Martínez Pérez el jurado «no cumplió en el Trienio con el objeto que se esperaba del mismo ya 

que en él se tradujeron las posiciones de las facciones en las que se fracturó la familia liberal», Martínez Pérez, En-
tre confianza y responsabilidad…, pág. 525.

115  Art. 10, ley, 12-ii-1822.
116  «Porque la comisión del año 20 se dio por satisfecha con los acusadores que señalaba en la primera ley ¿Porqué 

no señaló al Gobierno un fiscal á medida de su deseo, como ahora propone? (…) Ahora propone que se le conceda. ¿Y 
para qué? ¿Para evitar los abusos de la libertad de imprenta? No señor; para estar y obrar así a su salvo, para que nadie 
se atreva a denunciar al mundo sus arbitrariedades, ó cuando menos para que si ahora se atreven 100 a tener esa valen-
tía, en adelante no hay 10 que la tengan», dsc, núm. 135, 7 de febrero de 1822, pág. 2197.

117  acd, Serie general, Legajo 130-39 Expediente acerca de la negativa del Fiscal de imprenta de Cádiz a denunciar 
dos números del Diario gaditano de la libertad de independencia nacional, político, mercantil, económico y literario del lu-
nes 24 de septiembre de 1821.

118  «El Gobierno no ha tenido medios para denunciar los impresos. El Secretario del Despacho no podía hacerlo 
por sí; si excitaba al fiscal, éste desatendía la excitación: ¿Qué había de hacer el Gobierno? (:.) El gobierno ha de tener 
un conducto legal para denunciar un impreso, cuando tema que ha de producir males su circulación», dsc, núm. 133, 
5 de febrero de 1822, pág. 2170. En los mismos términos, dsc, núm.135, 7 de febrero de 1822, págs. 2196

119  dsc, núm. 133, 5 de febrero de 1822, pág. 2169.
120  La Parra López, E., Los Cien mil Hijos de San Luis. El ocaso del primer impulso liberal en España, Madrid, 

2007, pág. 194 y ss.
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circunstancias extraordinarias aún hubo tiempo para elaborar otra disposición normativa en 
materia de prensa.

El 27 de julio de 1823 el monarca sancionaba una «segunda ley adicional a la de 22 de 
octubre de 1820 sobre libertad de imprenta»121. Se trata de una nueva reforma del reglamen-
to de 1820 complementaria a la ya estudiada de febrero de 1822 con la que se pretendía, en 
opinión de Alicia Fiestas Loza, adaptar la legislación de imprenta al recién aprobado Código 
penal122.

El proyecto fue elaborado a resultas del informe anual presentado por la Junta de Protec-
ción de la Libertad de imprenta123. A la vista de los desmanes denunciados en la citada memo-
ria el Congreso encomendó a una comisión la reforma de la normativa vigente. El articulado 
fue presentado al pleno el 21 de mayo de 1823124. No obstante, el traslado de las Cortes a 
Cádiz desde la capital del Guadalquivir por el avance del ejército francés retrasó el inicio del 
debate hasta mediados del mes siguiente125.

¿Qué cambios introduce respecto a la legislación anterior? Con apenas veintiocho precep-
tos la principal novedad, a efectos de la libertad de imprenta, es la exigencia de depósito pre-
vio para cualquier publicación126. Además, amplia la responsabilidad estableciendo sanciones 
para el impresor, en determinados supuestos de incapacidad del autor, y para el librero en 
calidad de cómplices, auxiliadores o encubridores127. Respecto a la tramitación de las causas se 
mantiene el juicio «entre iguales» si bien con algunas modificaciones. Quedan excluidos de 
este tipo de enjuiciamiento las querellas por calumnias, en cuyo caso, sin mediar calificación 
alguna se podrá recurrir directamente al juez de primera instancia128.

El nuevo marco legal trata de agilizar el proceso evitando dilaciones indebidas y anoma-
lías en el funcionamiento de la Justicia popular. Al respecto se establece un plazo máximo 
para la resolución de las causas. De este modo, el Gran Jurado español debía pronunciarse 

121  Esta ley ha sido recientemente publicada por el profesor Ricardo Gómez Rivero quien en su excelente análisis 
sobre la sanción real en la época gaditana recupera valiosos documentos de la época, Gómez Rivero, La sanción real…, 
pág. 231-237. El texto original en acd, Papeles Reservados de Fernando VII, Tomo 60, fols. 446-449.

122  Fiestas Loza, A., «La libertad de imprenta en las dos primeras etapas del liberalismo español» en Anuario 
de Historia del Derecho Español, núm. 59 (1989), pág. 479.

123  Esta institución creada al amparo del art. 78 del decreto de 22 de octubre de 1820 tenía entre sus atribucio-
nes la elaboración, al inicio de cada Legislatura, de una memoria sobre el estado de la Libertad de imprenta en nuestro 
país, señalando «los obstáculos que haya que remover ó abusos que deban remediarse». Sobre el funcionamiento de 
esta Junta vid. Bermejo, J.L., «La Junta de protección de la Libertad de imprenta en el Trienio Liberal«en Anuario de 
Historia del Derecho español, núm. 68 (1998), págs. 11-44.

124  La comisión redactora del proyecto estaba integrada por los diputados Salvá, Moure; Pacheco, Sierra, Reillo; 
Manuel Gómez; Bartolomé; Casas y Galiano, acd, Serie general, Legajo 130-53, Proyectos de una segunda ley adicional 
a la de 22 de octubre de 1820 y de otra sobre la conservación de propiedad en las obras literarias, fol. 3.

125  Las Cortes reinician su actividad en Cádiz el 15 de junio de 1823. Apenas nueve días más tarde el proyecto de ley 
de reforma de la imprenta era sometido al debate sobre la totalidad, acd, Serie general, Legajo 130-53, Expediente sobre 
una segunda ley adicional a la de libertad de imprenta y de otra sobre la conservación de propiedad en las obras literarias, s/f.

126  «Por publicación se entiende para los efectos de los dos artículos anteriores y cualesquiera otros de la Ley, el ac-
to de entregar el impresor tres ejemplares de la obra al Jefe superior político de la Provincia, o al alcalde primero cons-
titucional en su defecto, de los cuales ha de pasar aquel uno al Fiscal de imprentas, y dos a la Biblioteca de las Cortes. 
El impresor ha de entregar dichos ejemplares antes de poner ninguno de venta, ni facilitarlo a nadie de cualquier mo-
do, bajo la multa de 20 a 30 duros; pero si no lo ejecutase, además de satisfacer la expresada multa, se procederá a lo que 
hubiere lugar, como si estuviera verificada la publicación, desde el momento que salga un ejemplar de su imprenta» (el 
subrayado es nuestro), Art. 3, ley, 22-vii-1823.

127  Arts. 6-7, ley, 22-vii-1823.
128  Art. 4, ley, 22-vii-1823.
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dentro de los tres días siguientes a la recepción de la denuncia, mientras que el de Califica-
ción lo haría en no más de seis después de que el primero hubiera pronunciado su fallo129. 
Asimismo, se regulan por primera vez mecanismos para suplir las bajas de los jueces de 
hecho, garantizando, en todo caso, la constitución del Tribunal. Para ello se establece la 
obligación de designar un tercio más en cada sorteo para que sustituyan a los que no asistan 
por ausencia, indisposición o falta de voluntad130. Estos vocales solo podían ser recusados si 
mediaba alguna de las causas legalmente tasadas como el parentesco o enemistad manifiesta 
con alguna de las partes131. Las recusaciones se realizaban ante el alcalde de la capital donde 
se celebraba el juicio y dos hombres buenos, nombrados uno por el denunciante y otro por 
el denunciado132.

La puesta en práctica del Jurado había revelado algunas deficiencias en su funcionamiento 
que era necesario corregir. En concreto, se identificaban sentencias solapadas y anomalías en 
las calificaciones. La posibilidad de interponer demanda no sólo en la capital de provincia 
en la que se había publicado el escrito sino también en cualquier otra donde éste se hubiera 
reimpreso generaba la duplicación de fallos sobre un mismo papel que en ocasiones eran 
totalmente contradictorios133. Para solventar este hecho la reforma obligaba a presentar la 
denuncia en el lugar en el que se hubiera impreso134. Por otro lado, la falta de delimitación de 
las funciones de los jueces de hecho generó serios inconvenientes. En ocasiones el acusado 
no era condenado por que en la deliberación no se había alcanzado acuerdo sobre el tipo de 
abuso cometido135. Por esta razón, a partir de 1823 se exige que en la denuncia se exprese el 

129  Art. 15, ley, 22-vii-1823. Se excluyen de estos plazos perentorios los casos de injurias y aquellos en que la im-
presión sea anónima.

130  Art. 9, ley, 22-vii-1823.
131  «Las recusaciones motivadas deben fundarse: Primero. En el parentesco de un juez de hecho con el denuncia-

do o con el denunciador hasta el cuarto grado de consanguinidad, o el segundo de afinidad, según el cómputo del de-
recho civil; Segundo. En una causa notoria de odio a alguna de ambas partes, como tener pleito pendiente con ella, o 
haberle tenido, haber declarado en juicio calumniosamente contra ella, o haberle causado vejación conocida; Tercero. 
En haber publicado la persona recusada opiniones contrarias a las del denunciado acerca de la materia sobre que se tra-
ta en el juicio, o viceversa; Cuarto. En pertenecer a alguna corporación, de la cual fueren el denunciador o el denuncia-
do», Art. 11, ley, 22-vii-1823.

132  El juicio de las recusaciones se hacía en sumaria por prueba testifical o documentada sin exceder de tres días, re-
solviéndose por dos de los tres votos posibles. No cabe apelación, Arts. 12 y 13, ley, 22-vii-1823.

133  «Además de los inconvenientes que enumera la Junta haberse seguido de admitirse denuncias sobre una obra 
en lugares diversos, hay el gravísimo á los ojos de la Comisión de que un mismo escrito resulte absuelto en una parte y 
condenado en otra; y esta discordancia chocante al buen sentido tiene también lugar, si las reimpresiones pueden de-
nunciarse, como lo dice el art. 9 de la ley de 12 de febrero de 1822, en el lugar donde se han hecho; por lo que se ha vis-
to haber sido censurado en Madrid un escrito impreso allí, que fue absuelto en Cádiz donde se reimprimiera», acd, 
Serie general, Legajo 130-53, Proyectos de una segunda ley adicional a la de 22 de octubre de 1820 y de otra sobre la con-
servación de propiedad en las obras literarias, fol. 4.

134  Art. 16, ley, 22-vii-1823. Se exceptúa de esta regla las publicaciones extranjeras, las ejecutadas en «país ocu-
pado» o aquellas en que se ignore el lugar de su publicación. En todos estos casos podrá denunciarse en cualquier ca-
pital de provincia.

135  En el informe de la comisión se narra lo acaecido en Córdoba donde reunidos los doce jueces de hecho para 
calificar un escrito «siete le declararon incitador a la desobediencia de las leyes en primer grado, uno por sedicioso en 
primer grado, y los cuatro restantes por sedicioso en segundo grado; resultando de aquí que el juez no puedo usar de la 
formula de condenación que expresa el art. 68 de la ley de 22 de octubre, por que en ninguna de las calificaciones ha-
bían convenido los ocho votos que la misma requiere, ni tampoco podía darle por absuelto, como el denunciado lo pre-
tendía, porque ninguno de los jurados lo había así declarado como terminantemente lo piden los arts. 8 y 62 de la ley 
mencionada», acd, Serie general, Legajo 130-53, Proyectos de una segunda ley adicional a la de 22 de octubre de 1820 y 
de otra sobre la conservación de propiedad en las obras literarias, fol. 8.
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posible delito cometido y se designe el párrafo o páginas en que se encuentre, prohibiendo a 
los jueces de hecho extenderse a calificar otros ilícitos aunque la obra los tuviera136.

No gustaron las propuestas a todos los miembros de la comisión. Algunos de ellos for-
mularon votos particulares. Sin ánimo de ser exhaustivo, nos gustaría señalar las críticas de 
los parlamentarios a la técnica legislativa utilizada137. Los diputados Sánchez Casas y Reillo 
rechazaron la segunda adición a la ley de imprenta al considerar que la regulación de la ma-
teria correspondía al Código penal y al procesal. En similares términos, Galiano, denunció 
los inconvenientes derivados de tamaña dispersión normativa abogando por la aplicación de 
la Compilación criminal y de procedimientos. La comisión de Cortes compartía las objecio-
nes formuladas por algunos de sus compañeros si bien el hecho de que todavía no estuviera 
promulgado el codice de procedimientos hacía inviable otra solución138.

El texto fue finalmente aprobado por las Cortes el 22 de Julio de 1823139. La nueva ley 
completaba, junto al decreto de 22 de octubre de 1820 y la adicional de 12 de febrero de 1822, 
el complejo marco normativo vigente en materia de Libertad de imprenta y, por extensión, 
de Jurados en la España del Trienio Liberal140.

136  Art. 8, ley, 22-vii-1823.
137  Desde un punto de vista material el proyecto fue criticado por Sánchez Casas y Reillo por la ampliación de res-

ponsabilidad a los impresores. En su opinión esta medida coartaba la libertad de imprenta el someter cualquier publi-
cación «al examen y censura de los impresores, los cuales querrán asegurarse para evitar la pena, valiéndose de su buen 
parecer o del de personas sin carácter público, sin responsabilidad, tal vez tímidas, tal vez de contrarias ideas y partido 
al autor; y siempre resolverá en caso de duda por lo más seguro, que es no imprimir (…)», acd, Legajo 130-53, Proyec-
tos de una segunda ley adicional a la de 22 de octubre de 1820 y de otra sobre la conservación de propiedad en las obras li-
terarias, fol. 22.

138  acd, Legajo 130-53, Proyectos de una segunda ley adicional a la de 22 de octubre de 1820 y de otra sobre la conser-
vación de propiedad en las obras literarias, fol. 24.

139  El Consejo de Estado manifestó su dictamen favorable a la sanción el 26 de julio, recibiendo la rúbrica regia al 
día siguiente, Gómez Rivero, La sanción real…, pág. 211.

140  La diversidad y dispersión normativa existente en la materia llevó a autorizar la publicación de un «cuaderno» 
en el que se compilara toda la legislación vigente en la materia. Al decreto de 1820 y las leyes adicionales ya citadas de 
1822 y 1823 se añadirían las ordenes de 5 de abril y 9 de mayo de 1821 acerca de las conclusiones que versen sobre la sa-
grada escritura, el decreto de 7 de junio y la ley de 23 de junio de 1821, dos órdenes de 29 de junio de 1821 sobre algu-
nas dudas relativas a jueces de hecho y los artículos 210, 211, 212, 213, 214, 215, 217, 223, 228, 229, 230, 231, 232, 242, 
259, 260, 261, 296, 297, 311, 323, 324, 325, 532, 533, 534, 592, 593, 594, 595, 596, 597, 598, 599, 600, 601, 602, 603, 
604, 699, 700, 708, 710, 712, 716, 782 y 783 del código penal, acd, Legajo 130-53, Proyectos de una segunda ley adicio-
nal a la de 22 de octubre de 1820 y de otra sobre la conservación de propiedad en las obras literarias, fol. 21.
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